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2.2    Equilibrio entre la Democracia Representativa y la Democracia Participativa 

Comenzaremos recordando la celebre frase expresada por Abraham Lincoln, quien de 

modo simple y cierto, definió la democracia como “el gobierno del pueblo, por el pueblo y 

para el pueblo”, entendiendo por pueblo a toda nación y no solo a uno de sus estratos 

sociales. Y añadimos nosotros, como también advierte, Raúl Ferrero, la democracia es 

también un estilo de vida y no solo una forma de gobierno basada en el poder del pueblo 

(Ferrero, 1987).  

 

Ciertamente, cuando hablamos de democracia estamos aludiendo fundamentalmente, a 

un régimen político que permite la participación política de acuerdo a ciertas reglas y 

procedimientos acordados y aceptados colectivamente, y que promueven la libertad, la 

igualdad y la justicia social. No obstante, el problema, según destaca Julio Cotler, es 

como se construyen instituciones de la sociedad y de la política que vayan dando 

participación e igualdad bajo formas y procedimientos democráticos y que redunden en el 

fortalecimiento del sistema democrático en su conjunto (Cotler, 1993) 

 

En ese sentido, según Goday (1999), uno de los rasgos característicos de las 

democracias contemporáneas en América Latina, es ceder poder al pueblo, dando 

preponderancia a la participación ciudadana como elemento para hacer eficiente y 

enriquecer la acción de gobierno. 

 

Frente  a esa realidad el Perú no está ajeno a los esfuerzos por reformar el Estado, 

incorporan procesos de descentralización y transferencia de competencias, poder y 

fondos de los gobiernos nacionales hacia los gobiernos regionales/locales, los cuales 

tienen como pilar importante la participación ciudadana, pues a través de ella, los 

gobiernos logran un contacto más cercano con los ciudadanos (Goday, 1999). 

 

El punto más sensible en la democracia representativa, radica en que estos 

representantes actúan al margen de la población y no responden a los intereses de los 

representados.  

Por otro lado, la democracia directa establecida por mandato legislativo o constitucional, 

que permiten a los ciudadanos pronunciarse o decidir directamente sobre asuntos de 

interés público y con efectos jurídicos, es impracticable en espacios mayores a una 

comunidad. 
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La crisis de representación es el reto común y contemporáneo de nuestras democracias; 

para cambiar ésta insuficiencia, la democracia participativa busca un balance entre las 

dos categorías anteriores y complementa el sistema mixto de representación y el ejercicio 

de la soberanía popular. El hecho de que los gobiernos locales sean entidades estatales 

más próximas a la sociedad civil, los convierte en espacios idóneos para que desarrollen 

prácticas participativas que redunden en beneficio del fortalecimiento del sistema 

democrático.  

 

En esa perspectiva, el fortalecimiento de los municipios como auténticos gobiernos 

locales, a través de experiencias participativas y mecanismos de concertación, pueden 

convertirse en instancias que recuperen niveles de representación. La democracia 

municipal, constituye la base del sistema democrático nacional. 

 

2.3    Gobernabilidad y Presupuesto Participativo 
 
Es en ese contexto de transformaciones políticas que el presupuesto participativo y sus 

correspondientes fases juegan un papel relevante, porque responden a la falta de 

consensos, antes mencionada, entre autoridades y vecinos, lo que genera una serie de 

problemas para la gobernabilidad de las ciudades o distritos. Entendiendo gobernabilidad; 

como, el ejercicio de facultades políticas, económicas y administrativas en la gestión de 

los asuntos de un país, aplicables también a nivel local, y que abarca los complejos 

mecanismos, procesos, relaciones e instituciones por conducto de los cuales los 

ciudadanos y grupos organizados de base expresan sus intereses, ejercen sus derechos 

y obligaciones y median sus diferencias (Lombera, 1998). 

 

Ahora bien, para que la gobernabilidad genere las condiciones de un buen gobierno se 

necesita la existencia de la participación de los actores y agentes sociales. Dicha 

participación supone trabajar una serie de acciones y compromisos dentro de una visión 

compartida que comprenden co-responsabilidades que están directamente relacionadas 

a la capacidad y poder de toma de decisiones que cada actor social tenga en el contexto 

en el que se desarrolla esa visión/acción. (Román, J.; Retolaza, I., 2001). 
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Y es que además, debemos tener cuenta que la tendencia a considerar a los gobiernos 

locales como espacios privilegiados de gobernabilidad y participación ciudadana se está 

desarrollando con fuerza en los últimos años en el Perú y en el resto de países de la 

Región. 

 

Asimismo, para alcanzar la gobernabilidad democrática es sumamente necesario que la 

descentralización política contribuya sustancialmente al logro de la reducción de la 

corrupción (Finot, 2001).  

 

2.4    Hacia la Construcción de Ciudadanía 
 

La dificultad de expresión política de la ciudadanía, es la causa de la frustración 

democrática ocurrida en nuestro país en los últimos treinta años. La ciudadanía se 

expresa participando y representándose, las dificultades de expresión política han llevado 

como lo señala Sinesio López (1991), a una crisis de las formas de participación y 

representación, así como a un deterioro de los ámbitos y canales que procesan esta 

participación y representación.  

 

Anthony Giddens (1982) y David Held (1989), señalan que la ciudadanía no sólo supone 

actores individuales sino también colectivos; Held en particular, nos ofrece una división 

aún más compleja de los elementos de ciudadanía, señalando cuatro conjuntos de 

derechos: individuales, económicos, sociales y políticos. Pero la ciudadanía no sólo son 

derechos. Carole Pateman (1985), dice que se trata de obligaciones que los individuos 

desarrollan con su comunidad inmediata e incluso con su sociedad individual.  

 
2.5    Rendición de Cuentas y Empoderamiento 
 

Bajo la perspectiva de la co-responsabilidad, el tema de participación, no es sino el 

desarrollo del concepto de democracia como poder ejercido por el pueblo. Este concepto 

nos lleva al tema de la  rendición de cuentas de quienes tienen injerencia en el manejo de 

recursos públicos (accountability), aún cuando no revistan la condición de funcionarios 

estatales. La rendición de cuentas es una condición del uso eficiente, eficaz y legítimo de 

los recursos del Estado y su ausencia en las jóvenes democracias latinoamericanas 

posiblemente ha tenido  que ver con las dificultades de éstas para consolidarse. Los 
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involucrados en la rendición de cuentas son todos los integrantes del Estado, todos los 

ciudadanos que son parte de una comunidad, distinguiéndose especialmente a los que 

hacen uso de los servicios públicos, a los encargados de la administración de los 

servicios públicos y, a los dirigentes políticos y los responsables de los organismos de 

supervisión y control. (Santisteván de Noriega, pág. 346).  

 

En términos más formales, Ackerman define Rendición de Cuentas como:  

“(…) un proceso proactivo a través del cual los agentes públicos informan  y justifican sus 

planes, acciones y resultados y son sancionados o premiados en función a ello.” 

(Ackerman, 2005) 

 

Tomando como base este concepto, es posible plantear una clasificación general sobre 

los procesos de rendición de cuentas en el sector público, en los diferentes niveles de 

gobierno, en función de la ubicación de los actores involucrados y el tipo de relaciones 

que se establecen entre ellos. Sobre este tema, la literatura reconoce la existencia de dos 

tipos de esquemas de rendición de cuentas (Brinkerhoff, 2001): 

 
a) Rendición de Cuentas Horizontal (Horizontal Accountability): Supone la 

existencia de organismos estatales que cuentan con autonomía y poder para 

ejercer vigilancia sobre el resto de las instituciones públicas. La rendición de 

cuentas es horizontal en la medida que es entre instituciones del mismo nivel 

jerárquico, pero independientes entre sí. 

 

b) Rendición de Cuentas Vertical (Vertical Accountability): La rendición de 

cuentas vertical describe una relación entre desiguales y se relaciona con la 

vigilancia que ejercen los ciudadanos, los medios de comunicación y las 

asociaciones no gubernamentales sobre los funcionarios públicos y el 

gobierno. 

 
 

La Rendición de Cuentas (accountability) constituiría un mecanismo de participación a 

través del cual la Sociedad Civil se relaciona con el Estado para ejercer un control sobre 

la eficiencia, equidad y eficacia de sus acciones.  

 

Un alto nivel de participación ciudadana con manejo propio, se estaría alcanzando a 

través de los procesos de presupuesto participativo, vigilancia y rendición de cuentas. Es 
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parte de lo que llama el PNUD empoderamiento (empowerment), es decir,  una 

participación plena, donde los grupos interesados interactúan en un proceso constante de 

aprendizaje que optimiza el logro del bien común de todos y donde se da una 

transferencia real del control sobre las decisiones y los recursos. (Adaptado de PNUD 

1996).  

 

El Banco Mundial, luego de una indagación alrededor del mundo, halló como términos 

asociados para la noción de empoderamiento: auto-fortalecimiento, control, poder propio, 

auto-confianza, decisión propia, vida digna de acuerdo a los valores de uno mismo, 

capacidad para luchar por los derechos de uno mismo, independencia, tomar decisiones 

propias, ser libre, despertar, y capacidad, entre otros. En un más sentido amplio 

empoderamiento, es la expansión en la libertad de escoger y de actuar. Significa 

aumentar la autoridad y el poder del individuo sobre los recursos y las decisiones que 

afectan a su vida. También menciona que  a medida que los pobres comienzan realmente 

a escoger, van incrementando el control sobre sus propias vidas y que sus opciones 

extremadamente limitadas, tanto por la falta de recursos como por el poco poder que 

tienen para negociar mejores prestaciones con una serie de instituciones, formales como 

informales, pueden incrementarse a través de su participación ciudadana  plena. (Banco 

Mundial, 2003).  

 

El empoderamiento de los pobres, se convierte en un factor importante para su inclusión 

social, en los procesos de concertación y planificación del Plan Integral de Desarrollo 

Local/Regional, también en la rendición de cuentas y en la vigilancia social de los 

proyectos priorizados por ellos en el presupuesto participativo.  

 

2.6   El Triángulo de la Rendición de Cuentas 

La relación Estado- Proveedor-Ciudadanía: 

Recientemente, el Banco Mundial en el 2004, ha propuesto un marco conceptual que 

permite entender la relación entre el concepto de rendición de cuentas y la participación 

ciudadana, desarrollando una estructura conceptual sobre diferentes relaciones de 

rendición de cuentas entre tres grupos de actores: los ciudadanos, los encargados del 

diseño de las políticas o policymakers, y las agencias gubernamentales o privadas 

encargadas de proveer los bienes y servicios públicos. 
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Según ésta, en un mercado competitivo, los clientes y ciudadanos establecen una 

relación de accountability con los proveedores de los bienes y servicios que estos 

adquieren. Los clientes evalúan la calidad del bien o servicio que adquieren y establecen 

premios (volver a realizar una transacción con el proveedor) o castigos (cambiar de 

proveedor) a su contraparte en la transacción. 

Esta relación de accountability en el caso de los bienes y servicios públicos (educación, 

salud, seguridad, etc.) suele ser bastante débil. Se debe a que en el mercado de bienes y 

servicios públicos, la sociedad delega al Estado la responsabilidad en su provisión. Es 

posible así identificar una ruta indirecta de rendición de cuentas entre los ciudadanos y 

los proveedores de los bienes y servicios públicos, en ésta ruta indirecta, subyacen dos 

esquemas de rendición de cuentas distintos: uno en el cual los ciudadanos ejercen 

influencia sobre los policymakers y otro en el que éstos últimos ejercen influencia sobre 

los proveedores. 

 

Existe también una ruta directa que define una relación de accountability entre los 

ciudadanos y los proveedores de los bienes y servicios públicos. No obstante, aquí 

también existe una dificultad: muchas de las agencias que brindan servicios públicos no 

reconocen a los ciudadanos como clientes, dejando al margen su potencial capacidad de 

decisión en relación a los bienes y servicios que ellos realmente necesitan y demandan. 

Efectivamente, en lo que respecta a la relación de accountability entre los policymakers y 

los ciudadanos, se considera que uno de los mecanismos más efectivos para fortalecerla 

es proporcionar a los ciudadanos de mayor y mejor información en relación al quehacer 

del gobierno y los resultados de su accionar. 

 

En términos más concretos, lo anterior supone mejorar la información relativa a cómo se 

establecen las prioridades gubernamentales, cuáles son los mecanismos de asignación 

de recursos (tanto a nivel nacional, regional y local), cuáles son los logros del gobierno en 

relación a las principales variables sectoriales, etc. Se trata pues, de un enfoque 

orientado a fortalecer la rendición de cuentas sobre las políticas, en todos los niveles del 

gobierno (Banco Mundial, 2004). 
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2. 7   PRESUPUESTO  PARTICIPATIVO EN EL PERÚ  
 

2.7.1 Antecedentes de los Procesos Participativos en Planificación y Presupuesto 
Participativo en el Perú 

 

En el Perú, en el periodo post-Fujimorista, se ha iniciado un proceso complejo de 

descentralización, que constituye hoy en día uno de los principales retos para el país, 

dado que implica un paso fundamental en la reforma del Estado en la adecuación del 

sector público a nuevas formas de hacer gobierno. Entre los componentes priorizados en 

la nueva normatividad nacional,  Articulo 17º de la Ley de Bases de la Descentralización 

(2004) y Ley Orgánica de Municipalidades (2003), están la concertación y la participación 

ciudadana en la toma de decisiones, y la institucionalización de instrumentos como el 

planeamiento estratégico y el presupuesto participativo. 

 

Los procesos de planificación concertada no son nuevos en nuestro país. Existen algunas 

experiencias que se inician en el año 1980; cobran mayor fuerza a partir de mediados de 

1990. La experiencia peruana está referida a Presupuesto Participativo y Planes de 

Desarrollo. Entre las principales experiencias exitosas tenemos Ilo en Moquegua, 

Limatambo en Cuzco, Villa El Salvador en Lima, Morropón en Piura. Fueron las 

experiencias de estos municipios que contribuyeron desde los espacios locales y la 

sociedad civil a que se incluya el presupuesto participativo como parte de las políticas 

nacionales y  la normatividad vigente.  

 

El Presupuesto Participativo (PP) durante el período inicial (1990), se  realizó en espacios 

locales municipales, básicamente distritales. Este instrumento ha permitido la toma de 

decisiones por parte de la población sobre el gasto público, sin embargo no siempre ha 

estado asociado a un Plan de Desarrollo Local. 

 

En el año 2002, el Estado Peruano acordó junto con la sociedad civil representada por las 

Mesas de Concertación de Lucha contra la Pobreza (MCLCP) -creadas por el gobierno 

de transición de Valentín Paniagua- y en coordinación con la Presidencia del Consejo de 

Ministros, el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio de la Presidencia, que se 

inicie un proceso de Planificación Concertada y Presupuesto Participativo a nivel regional 

(antes denominados departamentos), para contribuir a un tránsito ordenado hacia los 

gobiernos regionales. Es así que se convocó en todo el país a la formulación de Planes y 
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Presupuestos Participativos y se impulsaron experiencias para ligar los procesos de 

planeamiento estratégico a la elaboración del presupuesto participativo para el año 2003.  

 

En el primer año de éste proceso, se hizo una experiencia piloto, donde nueve de 

veintidós regiones que se presentaron lograron calificar y fueron considerados en la 

experiencia piloto de Planeamiento y Programación Participativa del Presupuesto del 

Sector Publico (MEF, 2005)2

 

. Dichas regiones fueron Amazonas, Huánuco, Huancavelica, 

Junín, Moquegua, Pasco, Puno, Tacna y San Martín. Los proyectos que las comunidades 

priorizaron concertadamente para su desarrollo fueron considerados en el proyecto de ley 

de Presupuesto del Sector Publico en materia de gastos del año 2003. En él se 

consideraron las preferencias de los diversos actores en la determinación de las 

prioridades del gasto de inversión y se sentaron las bases para el inicio responsable y 

gradual del proceso de descentralización fiscal al haber asignado los recursos 

distinguiéndose los tres niveles de gobierno. 

Con tal fin, el Ministerio de Economía y Finanzas aprobó el Instructivo Nº 001-2002-

EF/76.01, a través del cual se dieron las pautas para el desarrollo de la Operación Piloto, 

dándose desde el Gobierno Central, el primer paso hacia una reforma del presupuesto, 

convirtiéndolo en una herramienta de gestión e instrumento de programación económica 

y social que ha permitido contar con un nuevo elemento en la operatividad presupuestaria 

al haber introducido un cambio en la cultura organizacional de las instituciones públicas 

respecto a cómo planear y elaborar presupuestos en el marco de un proceso abierto y 

participativo, y también ha permitido conciliar de una manera concertada las preferencias 

de la ciudadanía y las prioridades del gasto público a cargo de las entidades regionales y 

locales, las cuales se reflejaron en los Planes de Desarrollo Departamentales 

Concertados (PDDC). 

 

Dos elementos fueron los que determinaron los montos asignados para cada 

departamento: a) la restricción presupuestaria global de recursos, es decir un techo 

presupuestario de S/. 1294 millones, y b) los niveles de pobreza, para lo cual se utilizó el 

índice de severidad de la pobreza, determinado por el Instituto Nacional de Estadística e 

                                            
2 Ministerio de Economiza y Finanzas - Informe al Congreso de la República - Avances y 
resultados de la programación participativa de los presupuestos de los gobiernos regionales y 
gobiernos locales. Año fiscal 2003-2005 
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Informática (INEI) sobre la base de la Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) del último 

trimestre del año 2001. 

 

A principios del 2003, se instalaron los Gobiernos Regionales en todo el territorio 

nacional y los nuevos Gobiernos Municipales elegidos en Noviembre del 2002. Se 

aprueba entonces una nueva legislación, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, Ley 

Orgánica de Municipalidades y Ley Marco del Presupuesto Participativo, que brinda un 

marco para la participación ciudadana en la planificación del desarrollo regional y local e 

institucionaliza el mecanismo del Presupuesto Participativo. 

 

Según el gobierno del Perú, el objetivo de éstos procesos participativos es devolver a la 

población la capacidad de decidir en qué invertir, tomando en cuenta su plan estratégico 

de desarrollo.  Desarrollar la planificación estratégica participativa es una forma de 

socializar la política. El presupuesto participativo pretende la redistribución de la renta en 

forma democrática, eficiente y transparente. Se afirma que un Estado al servicio del 

ciudadano, debe ser incluyente, transparente, eficiente y que realmente llegue a los 

pobres, permite que estos sectores participen en todo el ciclo de la gestión de proyectos 

que impulsa el Estado: planificación, elaboración del presupuesto, implementación, 

vigilancia, rendición de cuentas y evaluación. 

 

A mediados del 2003, el Presupuesto Participativo se convierte en política pública, 

mediante la promulgación de la Ley Nº 28056, Ley Marco del Presupuesto  Participativo, 

establece la obligatoriedad de llevar a cabo procesos de presupuesto participativo 

anuales en todos los gobiernos regionales y locales, definiendo los principios, fines y 

objetivos. Es necesario tomar en cuenta que se trata de procesos que se van 

construyendo en base a errores y aciertos y suponen un aprendizaje constante. Es así 

que el presupuesto participativo no se limita a un proceso de elaboración participativa del 

presupuesto municipal, la experiencia se asienta en procesos locales previos y 

posteriores que lograron movilizar a una gran cantidad de ciudadanos e instituciones. 

 

Las iniciativas de desarrollo local en el Perú parten por impulsar procesos que, luego de 

generar una visión estratégica y compartida de desarrollo de largo plazo, se enfrentan al 

reto de complementar esfuerzos y de reconocer que los recursos son escasos y que solo 

la concertación de las instituciones, la transparencia en el uso de los recursos públicos y 
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la participación de la ciudadanía pueden poner en marcha una visión estratégica 

compartida. Por tanto el presupuesto participativo es clave en éste proceso. 

 

 

2.7.2  Bases Legales de la Participación Ciudadana y Presupuesto Participativo 
 

2.7.2.1   Marco Normativo de la Participación Ciudadana 

 

El marco normativo peruano vigente recogido principalmente de la Ley Nº 26300, Ley de 

los Derechos de Participación y Control Ciudadanos, contempla la participación ciudadana 

en la programación de las acciones de los gobiernos regionales y locales, el acceso a la 

información de lo que ejecuta el Estado y la obligatoriedad de las autoridades de rendir 

cuenta de sus actos a los ciudadanos. 

En lo referente a la participación en la programación, se ha dispuesto la obligatoriedad de 

desarrollar a nivel regional y local procesos de concertación con la sociedad civil para la 

formulación del plan de desarrollo de las localidades  (Plan de Desarrollo Regional o Plan 

de Desarrollo Local, según corresponda), y el Presupuesto Participativo (PP) para aportar a 

la formulación del presupuesto institucional. 

 

En relación a éste tema, la nueva Ley Nº 27972, Ley Orgánica de Municipalidades 

(2003), señala que los vecinos de cada circunscripción municipal pueden intervenir en la 

gestión administrativa y de gobierno municipal a través de mecanismos de participación y 

del ejercicio de derechos políticos. 

 

La mencionada Ley en su artículo Nº 53, establece que las municipalidades se rigen por 

presupuestos participativos anuales como instrumentos de administración y gestión, los 

cuales se formulan, aprueban y ejecutan conforme a la ley de la materia, y en 

concordancia con los planes de desarrollo concertados de la jurisdicción. El presupuesto 

participativo forma parte del sistema de planificación. Esta Ley, desarrolla nuevos 

conceptos, que buscan hacer posible la interrelación de una democracia representativa 

con elementos de participación. Se hace referencia a presupuesto participativo, rendición 

de cuentas, vigilancia ciudadana y transparencia en la información y en los actos de 

gobierno, como aspecto fundamental para  la concertación, el desarrollo de capacidades, 

el proceso de descentralización y participación ciudadana en la gestión de los 

municipios. 
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Por tanto se puede concluir que la participación es reconocida como un derecho 

ciudadano, cuyo ejercicio de manera individual o colectiva, debe estar rodeado de todas 

las garantías.  

 

Se suma a esto la aplicación de la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información, la cual establece que toda persona tiene derecho a solicitar y recibir 

información de cualquier entidad de la Administración Pública. Para ello dispone que las 

entidades de la Administración Pública están obligadas a publicar información en sus 

portales de Internet, los cuales deben contener información presupuestal, proyectos de 

inversión, salarios y beneficios de los funcionarios, y procesos de adquisición de bienes y 

servicios. 

 

El Perú cuenta con un Sistema Integrado de Administración Financiera, SIAF, es el medio 

oficial para el registro, procesamiento y generación de la información relacionada con la 

administración financiera del sector público, el cual puede ser consultado libremente por 

Internet. De esta manera los ciudadanos tienen fácil acceso a la información de este 

Sistema, que a la fecha incorpora el 40% de las 1,800 municipalidades del país. 

 

En cuanto a espacios de participación, el nuevo marco normativo (Ley Orgánica de 

Gobiernos Regionales 2002 y Ley Orgánica de Municipalidades 2003),  han regulado la 

creación de consejos de coordinación a nivel regional (Consejo de Coordinación Regional) 

y a nivel local (Consejo de Coordinación Local); así como la creación de comités de 

vigilancia. En todos ellos participan representantes de la sociedad civil. 

 

2.7.2.2 Marco Normativo del Presupuesto Participativo, Vigilancia Ciudadana y 
Rendición de Cuentas 

 

La Constitución Política en el Articulo Nº 199 (Reforma Constitucional  aprobada por Ley Nº 

27680), dispone que los gobiernos descentralizados formularán sus presupuestos con 

participación de la población y rendirán cuenta de su ejecución cada año. Asimismo, la Ley 

N° 27867, Ley Orgánica de los Gobiernos Regionales publicada en Noviembre de 2002 y 

modificada mediante Ley N° 27902 dispone que la gestión del gobierno regional se rige por 

el presupuesto participativo. Por su parte la Ley Orgánica de Municipalidades establece 

como principio de la planificación municipal la participación ciudadana, la rendición de 

cuentas y la inclusión. Por ello, establece que las municipalidades se rigen por 

presupuestos participativos anuales como instrumentos de administración y gestión.  
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Cabe mencionar, que la anterior Ley Orgánica de Municipalidades Nº 23853, entró en 

vigencia en Junio de 1984, y que solo interpretó la realidad económica, política, social y 

cultural de esa época, dentro del marco de la Constitución Política de 1979. En 1993 entra 

en vigencia la nueva Constitución que modifica dicha Ley Orgánica, que de acuerdo a la 

Constitución de 1979 solo reconocía a los municipios autonomía política y económica, 

agregándole autonomía administrativa y le otorga iniciativa legislativa en materia de su 

competencia y la renunciabilidad a los cargos de alcalde y regidores. 

 

La Ley Marco del Presupuesto Participativo, Ley Nº 28056, define dicho proceso como un 

mecanismo de asignación equitativa, racional, eficiente, eficaz y transparente de los 

recursos públicos, que fortalece las relaciones entre Estado y sociedad civil, a través de 

su participación desde el proceso de programación hasta la fiscalización de la gestión 

regional/local. Este debe desarrollarse en concordancia con los planes de desarrollo 

concertados de los gobiernos descentralizados. Además, define a los Agentes 

Participantes, como aquellos que “participan con voz y voto, en la discusión y toma de 

decisiones, en el proceso de planeamiento y programación participativa del presupuesto”. 

También define a la sociedad civil, como “todas las organizaciones sociales de base 

territorial o temática, así como a organismos e instituciones privadas dentro del ámbito 

regional o local”. 

 

Dicha Ley promueve la participación de la sociedad civil en la programación del 

presupuesto, pone énfasis en el gasto de inversión, asignando al titular de pliego la 

responsabilidad de llevar adelante el proceso. Es pertinente destacar que se pone énfasis 

en el componente de inversiones, pero no se descarta que el presupuesto de gastos 

corrientes pueda procesarse también participativamente. Asimismo, dispone que se 

creen mecanismos de vigilancia del presupuesto basados en el acceso a la información y 

obliga a los titulares del pliego a rendir cuentas ante las instancias del presupuesto 

participativo sobre los avances de los acuerdos de la programación participativa así como 

del presupuesto total. 

 

Se suma a esto, los lineamientos oficiales emitidos cada año por el Ministerio de 

Economía y Finanzas, en un Instructivo, que sirve de guía y orientación del proceso de 

presupuesto participativo para los municipios, se establece a manera de referencia una 

serie de pasos para el desarrollo del proceso de planeamiento y presupuesto 

participativo, que son: i) preparación, ii) convocatoria, iii) identificación de agentes 

participantes, iv) capacitación de agentes participantes, v) desarrollo de talleres, vi) 
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evaluación técnica, vii) formalización de acuerdos, viii) rendición de cuentas y ix) 

monitoreo y evaluación de proyectos ejecutados. Es importante añadir, que también el 

Instructivo señala varios principios rectores del presupuesto participativo, que son el 

fundamento de todo el proceso, estos son: 

 

2. Participación 

3. Transparencia 

4. Igualdad 

5. Tolerancia 

6. Eficacia y eficiencia 

7. Equidad 

8. Competitividad 

9. Respeto por los acuerdos 

 

Además, la normatividad vigente establece respecto a los Consejos de Coordinación que la 

estructura orgánica básica de los gobiernos regionales está conformada por: el Consejo 

Regional como órgano normativo y fiscalizador, el Presidente como órgano ejecutivo y el 

Consejo de Coordinación Regional (CCR), integrado por los alcaldes provinciales y por 

representantes de la sociedad civil, como órgano consultivo y de coordinación con las 

municipalidades. En cuanto a las municipalidades, establece que su estructura orgánica la 

conforman: el Concejo Municipal como órgano normativo y fiscalizador, la Alcaldía como 

órgano ejecutivo y el Consejo de Coordinación Local (CCL), sea provincial o distrital, como 

órgano coordinador. 

 

Respecto a la rendición de cuentas, la Constitución Política del Perú, en su Articulo 199º, 

reforma constitucional aprobada por Ley Nº 27680, establece la obligatoriedad que los 

gobiernos regionales y locales rindan cuentas anualmente de su ejecución presupuestal. 

Para los gobiernos regionales establece dos audiencias de rendición de cuentas por año. 

El artículo 199° del Capítulo XIV del Título IV, sobre Descentralización, de la Constitución 

reformada por la Ley 27680 del 6 de marzo del 2002, establece que los gobiernos 

regionales y locales “formulan sus presupuestos con la participación de la población y 

rinden cuenta de su ejecución, anualmente, bajo responsabilidad, conforme a ley”. 

 

El Ministerio de Economía y Finanzas, señala en el Instructivo de los años 2005 y 2006, 

que la rendición de cuentas constituye el punto de partida de los Talleres de Trabajo que 

llevarán a cabo los Gobiernos Locales para el desarrollo del Proceso del Presupuesto 



 31 

Participativo. A través de ella, el Alcalde dará a conocer a los Agentes Participantes el 

cumplimiento de los acuerdos tomados en el proceso participativo del año anterior; a la 

vez, es un momento propicio para que de manera general, las autoridades informen 

respecto a los resultados de su gestión en el año anterior y el nivel de avance en la 

ejecución del presupuesto del año actual -tanto a nivel de actividades como de proyectos 

- y en el logro de los Objetivos Estratégicos del Plan de Desarrollo Concertado. Para ello 

elaborará un breve Informe/Resumen Ejecutivo sobre la rendición de cuentas del Proceso 

Participativo previo, el mismo que deberá hacerse de conocimiento de la población en 

general a través de los medios que se encuentren a su alcance. 

 

Dicho informe, también abarcará los compromisos asumidos durante el proceso 

participativo del año anterior, su ejecución y el efecto de la inversión realizada en el 

desarrollo local, la gestión municipal en general; y la calidad y los mecanismos de 

participación desarrollados para fortalecer a la sociedad civil y la gobernabilidad local.  

 

De ésta manera, la rendición de cuentas debería permitir al Gobierno Local y a la 

sociedad civil generar elementos para concertar, asumir y medir responsabilidades y 

compromisos frente al cumplimiento de las acciones trazadas de manera consistente con 

su Plan de Desarrollo Concertado. 

 

Sin perjuicio de lo antes señalado, el Gobierno Local implementa los mecanismos de 

transparencia y rendición de cuentas  que considere necesarios en el marco de la 

normatividad vigente. Del mismo modo, con el objeto de apoyar la transparencia de este 

ejercicio, la Dirección Nacional de Presupuesto Público publicará en su página Web, en 

los meses de Abril, Julio, Octubre y Enero, de acuerdo a la información del Consejo 

Nacional de Descentralización, la información trimestral respecto a las transferencias 

efectuadas por el Gobierno Nacional a cada uno de los pliegos presupuestarios 

conformantes del Gobierno Local. 

 

En lo que se refiere al rol de la sociedad civil en el Proceso de Planeamiento del 

Desarrollo Concertado y Presupuesto Participativo, el Instructivo emitido por el Ministerio 

de Economía y Finanzas considera la creación de Comités de Vigilancia y Control del 

Presupuesto y de la Gestión de los Gobiernos Regionales y Locales.  

 

Estos comités deben ser elegidos entre los agentes participantes con la finalidad de 

asegurar el cumplimiento de los acuerdos adoptados en el proceso de elaboración del 
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presupuesto participativo con relación a las responsabilidades de la municipalidad y de 

los compromisos asumidos por otros organismos, públicos, privados y la sociedad civil. 

 
Del mismo modo, establece su conformación al inicio del proceso, luego de culminado el 

registro de Agentes Participantes, para un periodo máximo de dos años. A su vez, estos 

comités deberán estar conformados por cuatro miembros como mínimo y ser elegidos 

entre los representantes de la Sociedad Civil inscritos en el proceso.   

 

2.7.2.3 Competencias delimitadas para el Comité de Vigilancia y Control  
 

 Vigilar el desenvolvimiento de las distintas etapas del proceso según los 

principios señalados en el instructivo, asi como el cumplimiento de los 

acuerdos concertados en el Presupuesto Participativo. 

 Informar trimestralmente sobre los resultados de la vigilancia a los 

Consejos de Coordinación Local.  

 

 

Los Comités de Vigilancia y Control, así como los ciudadanos en general que lo 

requieran, a través de dichos Comités, tienen la facultad, en caso encuentren indicios o 

pruebas que señale la comisión de delito, de realizar la denuncia correspondiente ante 

instancias como la Contraloría General de la República, el Ministerio Público, el Congreso 

de la República y la Defensoría del Pueblo. 

 

Por otro lado, los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales deben proporcionar a los 

Comités de Vigilancia, la siguiente información: 

 

 El Presupuesto Institucional de Apertura (PIA) correspondiente a la 

inversión 

 Ejecución de ingresos semestrales 

 Ejecución de gastos de inversión, semestral y anual 

 

También deben proporcionar obligatoriamente, de acuerdo a la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, a los Comités de Vigilancia y Control, así como a los 

ciudadanos en general, la información que soliciten respecto al proceso del presupuesto 

participativo. 
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2.8    DEFINICIONES DE TÉRMINOS BÁSICOS 
 

Administración Municipal: 

 

Es un instrumento de gestión del gobierno local, mediante el cual se asegura el 

cumplimiento de las políticas de desarrollo local y se desarrollan las actividades 

productivas de bienes y servicios esenciales y prioritarios comunes de la población, 

promoviendo la participación vecinal comunal. La administración municipal adopta una 

estructura gerencial sustentándose en principios de programación, dirección, ejecución, 

supervisión, control concurrente y posterior. 

 

Agencia Municipal: 

 

Una agencia municipal es una instancia del gobierno local en la cual se ubican unidades 

administrativas desconcentradas, con la finalidad de prestar un mejor servicio a la 

comunidad, tratando de poner la administración municipal al servicio de la población, 

desarrollando espacios de diálogo e intercambio y toma de decisiones entre la población 

y las autoridades municipales. (Rojas, 1989) 

 

Agentes Participantes:  

 

Son quienes participan con voz y voto, en la discusión y toma de decisiones en el 

proceso del Presupuesto Participativo. Están integrados por los miembros del Consejo de 

Coordinación Local, los representantes de la Sociedad Civil identificados para este 

propósito según lo señalado en el artículo 5° del Reglamento de la Ley N° 28056 – Marco 

del Presupuesto Participativo y los representantes de las entidades del Gobierno 

Nacional que desarrollen acciones en el ámbito del distrito, designados para tales fines. 

Integran también los Agentes Participantes, un Equipo Técnico de soporte del proceso 

que participan con voz pero sin voto3

 

. 

Ciudadanía: 

 

La ciudadanía moderna, tanto clásica como contemporánea, ha sido vista desde diversas 

perspectivas que pueden ser agrupados a grosso modo, en liberales, marxistas, 

                                            
3 Artículo 1° - Definiciones, Texto Único Integrado de la Ordenanza Marco del Presupuesto 
Participativo de la Municipalidad de Villa el Salvador. 
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comunistas, democráticos-liberales, socialdemócratas y comunitaristas. En resumen, la 

definición mínima de la noción de ciudadanía puede ser la siguiente el ciudadano es un 

individuo o comunidad de individuos con derechos garantizados por el Estado y con 

responsabilidades hacia la comunidad política a la que pertenece (López, 1997). 

 

Ciudadano: 

 

Se alude al individuo que es parte integrante de una comunidad política y que interactúa 

dentro de ella con autonomía, cumpliendo con una serie de deberes y ejerciendo un 

conjunto de derechos, los cuales son garantizados por el Estado. 

Es la persona que se siente libre, perteneciente a una comunidad de iguales y busca 

voluntariamente opinar, proponer y decidir sobre asuntos de interés común, 

comprometiéndose con el cambio y la transformación en pro de la equidad y la 

democracia. 

 

Comunidad: 

 

Proviene de lo que es común a las personas. Se utiliza para designar a un grupo de 

personas que tienen un interés común, por ejemplo, su territorio, sus bienes, sus 

actividades económicas, etc. En síntesis las diferentes clases de comunidades (urbanas, 

campesinas, mineras, pesqueras, etc.) constituyen genéricamente LA COMUNIDAD. Ello 

quiere decir que la comunidad (las personas que viven en un territorio) son quienes 

hacen o determinan que se haga cualquier acción en la localidad, y es para el bienestar 

de la comunidad para quien se realizan las acciones municipales. 

 

Concertar: 

 

Significa ponerse de acuerdo sobre aspectos que son de común interés para concordar 

entre sí o coordinar las acciones que corresponden a cada actor. Para concertar es 

indispensable tener la voluntad de participar poniendo por adelante los intereses 

generales de la comunidad y subordinando los intereses personales o de grupo. 

 

Consenso: 

 

Es la aceptación que implica la anuencia general o mayoritaria de los sectores 

involucrados en cuestiones específicas de interés común. 
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Democracia: 

 
Es una forma de gobierno en la cual el pueblo tiene que decir, puede decidir y al hacerlo 

debe influir en el quehacer del gobernante. Es un sistema político en el cual predomina la 

voluntad del pueblo sobre la de sus gobernantes. 

 

Democracia local:   

 

Implica la construcción de espacios de concertación en el ámbito de una localidad 

fomentando vías y  medios para convertir a los ciudadanos y sus grupos organizados en 

agentes políticos con una nueva visión de derechos y responsabilidades, mediante la 

práctica de un liderazgo vinculado directamente con la población. 

 

Desarrollo Humano: 

 

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo PNUD define el desarrollo 

humano como “un proceso mediante el cual se amplían las oportunidades de los 

individuos, la más importante de las cuales son la vida prolongada y saludable, acceso a 

la educación y disfrute de un nivel de vida decente”. 

El desarrollo humano se refiere no solamente a la satisfacción de necesidades básicas, 

sino también al desarrollo humano como un proceso dinámico de participación. Se hace 

hincapié en el desarrollo de oportunidades para los seres humanos. Esto se refleja en la 

medición del desarrollo, no como la expansión de los productos primarios y la riqueza, 

sino como la ampliación de las opciones y oportunidades de las personas. 

 

El desarrollo a escala humana se diferencia de otros enfoques: crecimiento económico, 

formación de capital humano, desarrollo de recursos humanos, bienestar humano o 

necesidades humanas básicas, los cuales ponen en énfasis en algún aspecto en 

particular. En cambio, el enfoque del desarrollo humano articula la producción y 

distribución de los bienes materiales y la expansión y uso de las capacidades humanas. 

 

Desarrollo Local: 

 
El desarrollo local es consecuente con la descentralización y el gobierno local. De hecho, 

estos dos últimos constituyen medios para alcanzar el desarrollo local. La población de la 

localidad, informada y organizada, puede planificar su futuro y realizar inversiones 



 36 

aprovechando su autonomía administrativa y financiera. Además, tiene la ventaja que 

ofrece el desarrollo tecnológico para la pequeña y mediana industria. 

 

Descentralización: 

 

Es la acción de transferir parte de la autoridad a otras instancias de gobiernos, 

organizaciones civiles, etc. El artículo 189 de la constitución señala que el territorio de la 

República se divide en regiones, departamentos, provincias y distritos, en cuyas 

circunscripciones se ejerce el gobierno unitario en forma descentralizada. 

 

Desconcentración: 

 

Es la transferencia de poderes de decisión y de coordinación a nivel local o regional, 

hacia los representantes respectivos de la administración, los cuales siempre dependen 

directa o indirectamente de la estructura central. De este modo, la responsabilidad de la 

ejecución política es delegada a las autoridades regionales o locales, pero el poder de 

tomar decisiones fundamentales permanece en manos de la administración central. 

 

Espacio Local:  

 
Los espacios locales tienen dos características: En primer lugar, son los ámbitos de 

gestión de las municipalidades, los órganos de gobierno democrático más cercanos de la 

población. En segundo lugar, tras la crisis de las grandes representaciones sectoriales, 

son el espacio de encuentro y articulación de intereses y sustento de organización de la 

población. 

 

Investigación cualitativa: 

 
Para Le Comte (1995), la investigación cualitativa puede entenderse como “ una 

categoría de diseño de investigación que extrae descripciones a partir de observaciones 

que adoptan las formas de entrevistas, narraciones, notas de campo, grabaciones, 

transcripciones de audio y video cassettes, registros escritos de todo tipo, fotografías o 

películas y artefactos”. Para esta autora la mayor parte de los estudios cualitativos están 

preocupados por el entorno de los acontecimientos, y centran su indagación en aquellos 

contextos naturales, o tomados tal o como se encuentran, mas que reconstruidos o 

modificados por el investigador, en los que los seres humanos se implican o interesan, 
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evalúan y experimentan directamente. La calidad, según Le Comte 1995), significa “lo 

real, más que lo abstracto; lo global y concreto, mas que lo disgregado y cuantificado”. 

 

Gerencia Municipal: 

 
La administración municipal está bajo la dirección y responsabilidad del gerente 

municipal, funcionario de confianza a tiempo completo y dedicación exclusiva designado 

por el Alcalde, quien puede cesarlo sin expresión de causa. También puede ser cesado 

por acuerdo del Consejo Municipal. 

 

Gestión: 

 
Técnicamente, es el conjunto de operaciones y actividades de conducción de los 

recursos (medios) para lograra los propósitos establecidos (fines). 

 

Gestión Estratégica: 

 
Permite identificar las fortalezas y debilidades que caracterizan a un proceso. Las 

fortalezas están determinadas por las potencialidades de recursos humanos, materiales, 

financieros, tecnológicos y de tiempo, las debilidades están determinadas por las 

limitaciones. 

 

Gestión Municipal: 

 

La gestión municipal en tanto gestión administrativa implica la acción de diligencias 

conducentes a un resultado esperado, aún cuando sean las más diversas, tales como la 

de realizar proyectos, administrar o ejecutar. Tomando en consideración las 

características de la labor municipal, en tanto gobierno local, ésta cumple sus funciones 

bajo tres aspectos de gestión: Gestión administrativa; Gestión Económica-Financiera y 

Gestión Técnica. 

 

Gobierno Local: 

 

Es la representación política de la ciudadanía en el ámbito provincial y distrital. El Art. 191 

de la Constitución Política señala que las municipalidades provinciales, distritales y 

delegadas conforme a la ley son los órganos del gobierno local. Tienen autonomía 

política, económica y administrativa en asuntos de su competencia. 
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Gobierno Regional: 

 

Constituyen instancias de Gobierno con autonomía política, económica y administrativa 

en los asuntos de su competencia. Le corresponden, dentro de su jurisdicción, la 

coordinación y ejecución de los planes y programas socio-económicos regionales así 

como la gestión de actividades y servicios inherentes al Estado, conforme a ley. Sus 

bienes y rentas propias se establecen en la ley. Las regiones apoyan a los Gobiernos 

Locales. No los sustituyen ni duplican su acción ni su competencia. 

 

Liderazgo Local: 

 

Es el desarrollo de un sistema completo de expectativas, capacidades y habilidades que 

permite identificar, descubrir, utilizar, potenciar y estimular al máximo la fortaleza y la 

energía de todos los recursos humanos de la organización, elevando al punto de mira de 

las personas hacia los objetivos y metas planificadas más exigentes, que incrementa la 

productividad, la creatividad y la innovación del trabajo, para lograr el éxito, la 

organización y la satisfacción de las necesidades de los individuos.  

 

Modernización de la Administración Municipal: 

 

Consiste en organizar mejor la estructura municipal, modernizando los sistemas de 

trabajo, aplicando estrategias gerenciales y utilizando tecnología de punta. 

 

Nuevo Modelo de Gestión Municipal: 

 

Supone simplificación de sistemas y procedimientos: análisis de procesos y optimización 

de los mismos. Análisis de costos en función a nuevos procesos. Opción por el usuario, el 

ciudadano. Sistema de información: articulador y facilitador. 

 

Supone también, óptima comunicación entre la municipalidad y la comunidad y activa 

participación de la comunidad en la toma de decisiones sobre los asuntos que tienen que 

ver con su destino. Opción por el ciudadano e instancias permanentes de participación e 

instrumentos eficaces de comunicación. 
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Participación: 

 

El BID define la participación como instrumento de empoderamiento y movilización de la 

gente como actores y supervisores de su propio desarrollo. Es un fin y un medio de 

desarrollo, que puede contribuir a crear y mantener democracias estables y buenos 

gobiernos, así como al crecimiento económico, promoviendo la inserción social y 

mejorando la sostenibilidad de los proyectos. 

 

Participación ciudadana: 

 

Es la capacidad política y jurídica de la ciudadanía de intervenir individual y 

colectivamente, directamente o a través de sus representantes legítimos y a través de 

diferentes modalidades en los diversos procesos de gestión del desarrollo local y de la 

municipalidad, especialmente en aquellos que afectan las condiciones de vida materiales, 

sociales, políticas, económicas y culturales de la población (Chirinos, 2003). 

 

Presupuesto Institucional: 

 
Instrumento de gestión económica y financiera, que aprueba el marco de los ingresos y 

gastos del ejercicio y constituye, por tanto, la autorización máxima para comprometer 

gastos, debiendo sujetarse su ejecución a la afectiva captación, recaudación u obtención 

de los ingresos municipales. 

 

Presupuesto Participativo: 

 
El proceso del presupuesto participativo es un mecanismo de asignación equitativa, 

racional, eficiente, eficaz y transparente de los recursos públicos, que fortalece las 

relaciones Estado – Sociedad Civil. Para ellos los gobiernos regionales y gobiernos 

locales promueven el desarrollo de mecanismos y estrategias de participación en la 

programación de sus presupuestos, así como en la vigilancia y fiscalización de la gestión 

de los recursos públicos.4

 

 

 Reforma del Estado: 

 
La reforma del Estado son procesos inducidos cuyos objetivos esenciales buscan que el 

Estado asegure su supervivencia y su funcionalidad ante los incesantes cambios 
                                            
4 Ley 28056 Ley Marco del Presupuesto Participativo. 



 40 

económicos, políticos y sociales de cada país. La referencia a reformas estatales en otros 

países permite identificar logros, fracasos y deficiencias. 

 

Rendición de Cuentas: 

 
Es un mecanismo por el cual, de manera general, el gobierno local a través del Alcalde 

informa a los agentes participantes respecto de los resultados de su gestión en el año y el 

nivel de avance en el logro de los objetivos estratégicos del Plan Integral de Desarrollo 

Concertado (PIDC) y del Presupuesto Participativo. También informa sobre el nivel de 

cumplimiento de los compromisos asumidos en el proceso participativo5

 

. 

Es el deber y la obligación de las autoridades políticas de responder por las decisiones 

adoptadas y sus consecuencias, por las actividades realizadas y sus resultados y por el 

uso y destino de los recursos. Esto mediante mecanismos e instancias para que las 

autoridades expongan, expliquen y justifiquen su gestión, y para que se sometan a la 

evaluación y voluntad de los ciudadanos que los han elegido para representar sus 

intereses. 

 

Responsable Técnico:  

 

Es el profesional perteneciente al área de Desarrollo Urbano designado por el Gerente y 

cuya función es presentar la rendición de cuentas a las instancias comunales 

correspondientes en un plazo no mayor a treinta días, en coordinación con la Agencia 

Municipal de Desarrollo6

 

. 

Responsable Político: 

 

Es el regidor designado por el Alcalde mediante una Resolución de Alcaldía cuya función 

es coordinar y promover el Plan Integral de Desarrollo de Villa El Salvador y el 

Presupuesto Participativo en un determinado territorio del distrito7

 

. 

 

                                            
5 Artículo 21 y 22 del Capítulo IX – Reglamento de la Ordenanza Marco del Presupuesto 
Participativo de Villa El Salvador – Junio 2005. 
6 Artículo 22 – Texto Único de la Ordenanza Marco del Presupuesto Participativo de la 
Municipalidad de Villa El Salvador N° 086-MVES – Junio 2004. 
7 Artículo 1° - Definiciones, Texto Único de la Ordenanza Marco del Presupuesto Participativo de la 
Municipalidad de Villa El Salvador N° 086-MVES – Junio 2004. 
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Sociedad Civil: 

 

Es la esfera de interacción social entre la economía y el Estado, compuesta sobre todo 

por la esfera íntima, la esfera de asociaciones, los movimientos sociales y las formas de 

comunicación pública (Cohen, Arato, 1992.). 

 

Transparencia:  

 

Consiste en poner a disposición de la sociedad la información de los manejos de los 

asuntos considerados de interés público por parte de los organismos del Estado y más 

aún cuando se refiere a temas del gasto y del presupuesto fiscal.  

 

Transferencia de Competencias: 

 

Son la transferencia de funciones a los gobiernos locales para ejercer competencias 

sectoriales y que están incluidas en el Plan Anual de Transferencia de Competencias 

Sectoriales 2004. 

 

Triangulación: 

 

Estrategia de investigación que busca aumentar la validez de los resultados. En las 

ciencias sociales implica que cuando mayor sea la variedad de las metodologías, datos e 

investigadores empleados en el análisis de un problema específico, mayor será la 

factibilidad de los resultados finales. El prefijo “tri” de triangulación no hace referencia 

literalmente a la utilización de tres tipos de investigación (Opperman, 2000), sino de la 

pluralidad de enfoques e instrumentos de investigación. 

 

Triangulo de Rendición de Cuentas: 

 

Una manera de fortalecer la relación Estado – Proveedor – Ciudadanía, es mejorando la 

información relativa a como se establecen las prioridades gubernamentales, cuales son 

los mecanismos de asignación de los recursos (tanto a nivel nacional, regional o local) y 

cuales son los logros del gobierno en relación a las principales variables sectoriales. 

Se trata de un enfoque orientado a fortalecer la rendición de cuentas sobre las políticas 

en todos los niveles del gobierno. (Banco Mundial, 2004). 
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Vigilancia Social:  

 

Es un derecho y mecanismo de participación que las ciudadanas y ciudadanos pueden 

ejercer para fiscalizar o controlar la gestión pública con el fin de fortalecerla y concertar 

sus propuestas para lograr el desarrollo de todos. Es decir se focaliza y especializa en la 

vigilancia de las actividades del Estado y fundamentalmente sus programas sociales 

ligados a lucha contra la pobreza (Gamero, J., Cabrera, Z., Cortés, J., Giba, C., 2004). 

Contribuyendo con propuestas para solucionar los problemas o mejorar la gestión pública 

y la democratización de la misma, para que ésta sea más transparente, eficiente y 

participativa.  

 

Vigilancia Ciudadana: 

 

Es una forma de participación ciudadana que consiste básicamente en la utilización por 

parte de los ciudadanos y ciudadanas de mecanismos y herramientas para vigilar el 

comportamiento de las autoridades y funcionarios instalados en la estructura del Estado.  

 

 

2. 9    BASES TEÓRICAS 
 

Coherentes con las conclusiones a las que hemos llegado tras revisar la literatura 

disponible en el campo de la participación ciudadana, vigilancia ciudadana, rendición de 

cuentas y el rol del gobierno local, es necesario hacer explícitas las bases teóricas, que 

constituyen el marco dentro del cual se ha realizado la presente investigación. 

 

2.9.1  Concepción de Municipalidad  
No como simple institución proveedora de servicios sino como  gobierno local, promotor 

del desarrollo y la democracia. Y el espacio local, como el eslabón clave para impulsar el 

desarrollo, construir la democracia y afirmar ciudadanía. 

 

2.9.2  Concepción de Gobierno local  
Que tiene como propósito esencial institucionalizar un nuevo modelo de ejercer el poder, 

mediante la participación ciudadana en la toma de decisiones, fortalecer su 

institucionalidad, promoviendo la vigilancia social, la rendición de cuentas, haciendo 

transparente la gestión y conjuntamente con los ciudadanos y ciudadanas  afrontar la 
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solución de los problemas, mejorando la calidad de vida de la población, en una 

constante renovación y mejora. 

 

2.9.3  Presupuesto Participativo  
 

La formulación y ejecución del presupuesto participativo, entendido como una  

oportunidad sociopolítica para repensar y rediseñar las múltiples relaciones entre la 

sociedad civil y el Estado. En este aspecto, el gobierno local del distrito de Villa El 

Salvador ha sido, en el Perú, el primer promotor de esta dinámica de planificación 

compartida, por convencimiento y voluntad política de autoridades ediles y 

representantes de la sociedad civil y no por obligación legal. 

 

El Presupuesto participativo concebido no como un proceso meramente técnico y legal, 

sino como un proceso social y político, un medio para distribuir de manera racional y 

efectiva los escasos recursos del gobierno local. 

 

Los ciudadanos organizados y no organizadores, tiene responsabilidades con el proceso 

participativo y su autoexclusión parcial o total, como consecuencia de su propio 

desinterés, atenta contra el presupuesto participativo, porque se necesita capacidad de 

persuasión y concertación del gobierno local y voluntad participativa  de instituciones.  

 

El papel de la sociedad civil y el rol promotor del gobierno local son complementarios e 

imprescindibles y una adecuada relación entre ambos, debe basarse en principios, tales 

como: libertad, autonomía, igualdad, interculturalidad, tolerancia que permitirá superar el 

conflicto surgido de los heterogéneos intereses de los diversos grupos sociales existentes 

en el espacio local. 

 

 

2.9.4   Concepción de Participación Ciudadana 
 

En Villa El Salvador, la participación ciudadana es entendida como la manera de 

plasmar una gestión democrática del gobierno municipal; es decir, la capacidad y la 

fuerza que la sociedad civil, y los ciudadanos tienen, para actuar en forma 

permanente y autónoma en las cuestiones del gobierno de la ciudad (Rojas, 1989) y 

en los distintos niveles del Estado: Gobierno local, regional y nacional. 
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La fortaleza de movilización con la que cuente la sociedad civil, constituye un 

elemento clave que influye en las diversas modalidades de participación ciudadana. 

El ciudadano en Villa El Salvador no es un simple receptor pasivo de la información o 

planes ofrecidos por la municipalidad o acepta que solamente tomen en cuenta las 

opiniones y expectativas de los ciudadanos u organizaciones de la sociedad civil y las 

utilicen como retroalimentación en la toma de decisiones; sino que exigen su 

participación desde la formulación de los mismos. “Hoy los vecinos no aceptan que un 

grupo de tecnócratas encerrados en sus oficinas elaboren el plan de desarrollo de la 

ciudad” (Rojas, 2004), de tal forma que la experiencia les ha enseñado que los 

cambios sociales, no son obra solo de los lideres, las personalidades o funcionarios 

públicos por más importantes y necesarios que fueran, sino de la sociedad civil 

organizada, las ciudadanas y los ciudadanos. 

 

“La participación ciudadana, entendida como concepción, método y actitud, permite 

ir forjando un gobierno local, como gestión transparente y democrática; y a la 

sociedad civil organizada o las ciudadanas y ciudadanos, como agentes de la 

democratización del Estado; y las experiencias, como la base para la formulación 

de los planes y políticas y para forjar paradigmas participativos” (Rojas, 1999). 

 

La participación como pluralidad por la diversidad de intereses de grupo  en juego,  

genera  y ello plantea le necesidad de negociación y concertación de los distintos 

actores implicados. 

 

 

2.9.5  Concepción de la Vigilancia Social 

 

 Si bien la vigilancia social, es un concepto aún por definir, es claro que constituye  una 

forma de participación ciudadana, en donde las ciudadanas y los ciudadanos tienen la 

iniciativa de hacer que ésta se haga efectiva. Consiste básicamente en utilizar 

determinadas herramientas para vigilar el comportamiento de los sujetos instalados en la 

estructura y niveles del Estado; Gobierno Local, Gobierno Regional y Gobierno Central. 

 

- La Vigilancia social es un proceso continuo de control social y esto supone un 

diálogo permanente con los actores del proceso, facilitando las condiciones 

para que la reflexión, el análisis y la crítica personal y compartido gobierne el 

curso de la acción. 
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- La vigilancia social y la rendición de cuentas supone un proceso de alto nivel 

de comunicación, ya que deben establecerse necesariamente los canales de 

comunicación pertinentes, que permitan a todas las audiencias implicadas 

recibir información oportuna y significativa sobre las prácticas en la que se 

participa de cara a incrementar un mayor entendimiento sobre dichos 

procesos. 

- La interacción que se establece en la vigilancia social entre el vigilado y el 

vigilante supone que el vigilado cumpla con ciertas normas o estándares y se 

pretende promover un cambio en el vigilado. Pueden existir diferentes grados 

o capacidades para involucrarse, pero son necesarios los espacios de 

negociación e influencia frente al objeto de vigilancia. 

- En el concepto de vigilancia social se le asignan atributos tales como; la 

vigilancia como fiscalización, la vigilancia como participación y la vigilancia 

entendida como exigibilidad de derechos. La esencia del concepto de 

vigilancia como participación es el derecho a incidir  en la vida política, social, 

económica y cultural. El sentido de la vigilancia como exigibilidad de derechos 

es el ejercicio de estas facultades por parte de la población involucrada. 

 

 

2.9.6  Niveles de  Vigilancia Social 
 

Los niveles de vigilancia social se dan de acuerdo a la organización del Estado: Macro se 

refiere al gobierno Central, Nivel intermedio: referido a los gobiernos regionales y Micro: 

que es lo que nos proponemos estudiar, se realiza en el Gobierno Local para el desarrollo 

de la comunidad y cuyos intereses se plasman en acciones mas concretas por ejemplo, 

en la ejecución del Presupuesto Participativo y la Rendición de Cuentas. 

 

 

2.9.7 La Rendición de Cuentas 
 

El modelo de rendición de cuentas implica que cuando se elige a los representantes 

éstos no reciban un cheque en blanco que los autoriza actuar en una forma totalmente 

discrecional hasta la nueva elección. El mandato representativo se encuentra bajo la 

supervisión de una combinación de mecanismos formales e informales orientados a 

lograr que los representantes actúen responsablemente y teniendo en cuenta los 

intereses de los representados. Significa también que los ciudadanos y las 
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organizaciones de la sociedad civil, en la esfera pública, pueden cuestionar determinadas 

decisiones o políticas, denunciar comportamientos ilegales o de corrupción de los 

funcionarios públicos. 
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CAPITULO III 
 

 

METODOLOGÍA Y DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN: 
 
 
3.1  Tipo de Investigación 

 
 

Se trata de una investigación de carácter cualitativa, descriptiva y exploratoria acorde con 

el objeto del presente estudio: el proceso de vigilancia y rendición de cuentas en el marco 

del presupuesto participativo.  

 

Cualitativa porque a través de la misma se conocieron las experiencias, percepciones y 

expectativas de los representantes de la sociedad civil, autoridades políticas y 

funcionarios públicos del municipio sobre la vigilancia social y la rendición de cuentas del 

presupuesto participativo. Además exploratoria, porque evalúa el desarrollo de la 

vigilancia social y la rendición de cuentas del presupuesto participativo en el distrito de 

Villa El Salvador en un nuevo contexto. Al respecto se encuentran varios estudios sobre 

el proceso de presupuesto participativo como tal, más no se focalizan en la vigilancia 

social y la rendición de cuentas del mismo. Es decir, con ésta tesis pretendemos aportar 

conocimiento nuevo respecto a una temática especifica que no ha sido debidamente 
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estudiada y que con el transcurrir del tiempo y de la experiencia ganada por los actores 

sociales del distrito hay cambios y diferencias propias. 

 
 
3.2     Estrategia de la Investigación 

 

La investigación se realizó en varias fases manteniendo cada una sus especificidades y 

al mismo tiempo  articulándose al conjunto de la unidad de análisis. Estas fases fueron: 

 

a. Fase de contacto Inicial 
 

El contacto establecido con el Distrito de Villa El Salvador, en cuyo ámbito territorial se 

desarrolló el presente estudio, surgió a partir de mi relación como trabajadora en un 

proyecto de salud llevado a cabo en esa circunscripción, prestigiada por ser una de las 

mas organizadas socialmente y cuyo gobierno local desde sus inicios (1983) se ha 

caracterizado por promover el desarrollo y la participación ciudadana. De esta manera al 

vincularme con funcionarios de la municipalidad permitió tener acceso a documentos 

sobre la historia del distrito y de las experiencias participativas, en especial del 

presupuesto participativo. 

 

b.  Fase de diagnóstico 
 

Esta fase se llevó a cabo en tres momentos:  

 

1. Reflexión y análisis de la práctica habitual de participación ciudadana, en relación al 

presupuesto participativo con el objeto de identificar los aspectos satisfactorios y las 

carencias o necesidades de mejora. 

 

2. La priorización justificada de un área de trabajo: referida a la vigilancia ciudadana y la 

rendición de cuentas en el marco del presupuesto participativo que permitió centrar 

los esfuerzos de la investigación en éstos aspectos, porque era imposible abarcar en 

profundidad las múltiples dimensiones del presupuesto participativo. 

 

3. Momento de análisis del área priorizada, con el objeto de delimitar el contenido y 

significado de las experiencias de vigilancia ciudadana y rendición de cuentas fué 

necesario el conocimiento del pasado y presente de éste proceso, analizando 

documentos, normas legales, registros, memorias e informes significativos para 
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